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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
IMPEDIMENTO / FINALIDAD / SUS CAUSALES SON TAXATIVAS / POR ENDE, NO SE ADMITEN INTERPRETACIONES ANALÓGICAS NI INTERPRETACIONES SUBJETIVAS / NO ES SUFICIENTE QUE EL JUEZ HAYA RELACIONADO LOS MEDIOS PROBATORIOS / SE REQUIERE QUE LOS HAYA VALORADO EN PUNTO A DEDUCIR LA RESPONSABILIDAD DE LOS ACUSADOS.
El instituto de los impedimentos y las recusaciones tienen una clara fuente constitucional, pues, de un lado, el artículo 228 de la Carta Política dispone que la Administración de Justicia es función pública y sus decisiones son independientes; y, de otro, el artículo 230 Superior prevé que en sus providencias los jueces sólo están sometidos al imperio de la ley. (…)
Empero, como a los jueces no les está permitido separarse por su propia voluntad de las funciones que les han sido asignadas, y a las partes no les está dado escoger libremente la persona del juzgador, las causales que dan lugar a separarse del conocimiento de un caso determinado no pueden deducirse por analogía, ni ser objeto de interpretaciones subjetivas, en cuanto se trata de reglas con carácter de orden público fundadas en el convencimiento del legislador de que son éstas y no otras las circunstancias fácticas que impiden que un funcionario judicial conozca de un asunto…

… el numeral 14 del canon 56 C.P.P. tiene establecido como causal de impedimento: “Que el juez haya conocido de la solicitud de preclusión formulada por la Fiscalía General de la Nación y la haya negado, caso en el cual quedará impedido para conocer el juicio en su fondo”. (…)
… se extrae que si bien es cierto la funcionaria hizo alusión a los elementos probatorios que debió revisar y a los que hizo alusión el defensor para adoptar la decisión respectiva, se observa que la misma en momento alguno realizó una valoración probatoria de estos de manera concreta y específica para derivar de allí la responsabilidad o no de los acá acusados en los hechos denunciados, y su determinación en torno a la inaplicabilidad de las causales aducidas por la defensa estuvo limitada en forma genérica a la acreditación de los factores objetivos, en cuanto a la causal 1ª, y a la no demostración de evidencias sobrevinientes a la formulación de la acusación que soportara la inexistencia del hecho.
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Magistrado Ponente

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, cuatro (04) de marzo de dos mil diecinueve (2019).

Aprobado por acta No. 210 Hora: 10:00 a.m.
1.- Vistos

Corresponde a la Corporación pronunciarse acerca del impedimento aducido por la titular del Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado Pereira (Rda.), para proseguir con el trámite del proceso que se adelanta en contra de los señores JHGC y DRGC por las conductas punibles de concierto para delinquir agravado y tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, el cual no fue aceptado por su homóloga del Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de esta capital.

2. antecedentes

En agosto 06 de 2018 le fue asignado por reparto al Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado de Pereira (Rda.) el conocimiento de la actuación que se surte en contra de los señores JHGC y DRGC, con el fin de llevar a cabo audiencia preparatoria derivada de la ruptura de la unidad procesal en el proceso, donde otros coprocesados aceptaron cargos, habiéndose fijado como fecha para la misma en enero 30 de 2019, en la cual la defensa sustentó una solicitud de preclusión conforme lo reglado en los numerales 1° y 3°, artículo 332 C.P.P., y que fuera avalada por el representante del órgano persecutor, petición que fue negada por la a quo mediante auto de enero 30 de 2019 al considerar que los argumentos de la defensa fueron soportados en los elementos probatorios recaudados con antelación a la formulación de acusación y una de las características para que la preclusión proceda en la etapa de juzgamiento es la ocurrencia de situaciones acaecidas con posterioridad a la investigación adelantada por la Fiscalía, frente a lo cual no se interpuso recurso alguno, y además por cuanto el ilícito en efecto existió.
En esa misma determinación señaló la funcionaria la necesidad de apartarse del conocimiento de la actuación, y se declaró impedida para continuar con el trámite del asunto, con fundamento en el numeral 14 del artículo 56 C.P.P., como quiera que -en su criterio- para adoptar tal decisión debió efectuar una valoración probatoria, e igualmente escuchó del abogado de los procesados su análisis de cada uno de los informes, seguimientos e interceptaciones obrantes en el caso, los que también verificó el despacho para establecer si se presentaba o no el hecho investigado, por lo cual dispuso remitir la actuación al Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de Pereira (Rda.) para que asumiera su trámite.

Recibido el expediente en ese despacho judicial, su titular mediante proveído de febrero 18 de 2019 no aceptó la causal de impedimento aducida por su homóloga del Jugado Segundo, al estimar que la misma no es absoluta como lo sugiere su tenor literal, sino que es imperativo que el juez haya ingresado en el fondo del asunto para separarse válidamente de su función jurisdiccional, lo que tiene cabida siempre que haya valorado los elementos de prueba. Y aunque en este caso la jueza negó la preclusión, ello per se es insuficiente para apartarse del conocimiento de la actuación, pues su proveído no refleja un juicio jurídico que constituya un preconcepto sobre los hechos atribuidos a los acá procesados, o apreciación acerca de su responsabilidad.  Agrega que la funcionaria solo hizo énfasis a la acusación presentada y los informes citados por el defensor para colegir la ausencia de los requisitos objetivos en tal argumentación, con lo cual es insuficiente la sola afirmación de haberse evaluado elementos de conocimiento para cimentar que se ha comprometido su criterio, situación que no se refleja en la decisión adoptada.

3.- Para resolver, se CONSIDERA
La Colegiatura es competente para pronunciarse acerca de la manifestación de impedimento realizada por la Juez Segunda Penal del Circuito Especializada de Pereira (Rda.), de conformidad con lo dispuesto en el artículo 57 de la Ley 906/04 modificado por el 82 de la Ley 1395/10, en concordancia con el artículo 34.5 C.P.P. 

El instituto de los impedimentos y las recusaciones tienen una clara fuente constitucional, pues, de un lado, el artículo 228 de la Carta Política dispone que la Administración de Justicia es función pública y sus decisiones son independientes; y, de otro, el artículo 230 Superior prevé que en sus providencias los jueces sólo están sometidos al imperio de la ley.

A consecuencia de esa independencia surge la necesidad del principio de imparcialidad que debe presidir las actuaciones judiciales, y por tanto la legislación procesal ha previsto una serie de causales de orden objetivo y subjetivo por virtud de las cuales el juez debe declararse impedido para decidir, con el fin de garantizar a las partes, terceros, y demás intervinientes, e incluso a la comunidad en general, la transparencia y rigor que orienta la tarea de Administrar Justicia.

Empero, como a los jueces no les está permitido separarse por su propia voluntad de las funciones que les han sido asignadas, y a las partes no les está dado escoger libremente la persona del juzgador, las causales que dan lugar a separarse del conocimiento de un caso determinado no pueden deducirse por analogía, ni ser objeto de interpretaciones subjetivas, en cuanto se trata de reglas con carácter de orden público fundadas en el convencimiento del legislador de que son éstas y no otras las circunstancias fácticas que impiden que un funcionario judicial conozca de un asunto, porque de continuar vinculado a la decisión compromete la independencia de la Administración de Justicia y quebranta el derecho fundamental de los asociados a obtener un fallo proferido por un Tribunal imparcial
.

Frente a lo anterior surge pertinente el pronunciamiento de la H. Corte Suprema de Justicia acerca de la procedencia del impedimento, el cual solo opera bajo la condición de que efectivamente se vea comprometida la garantía de la imparcialidad del juez
, al estimar que debe ser un tercero supra-partes, extraño a la contienda, que no comparta los intereses o las pasiones de las partes que combaten entre sí.

Las causales se encuentran establecidas en la ley y por ello rige el principio de taxatividad según el cual solo constituye motivo de separación del entendimiento de un asunto aquel que de manera expresa se halla fijado en la norma, lo que conlleva a la exclusión de cualquier tipo de aplicación analógica en tal sentido, en tanto se trata de reglas de garantía de la independencia judicial y de vigencia del principio de imparcialidad del juez, por lo cual esas causales no pueden ser subjetivas o caprichosas según cada funcionario.

En atención a la causal esgrimida por la titular del Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado de Pereira, debe indicarse que el numeral 14 del canon 56 C.P.P. tiene establecido como causal de impedimento: “Que el juez haya conocido de la solicitud de preclusión formulada por la Fiscalía General de la Nación y la haya negado, caso en el cual quedará impedido para conocer el juicio en su fondo”.
Al respecto la H. Corte Suprema de Justicia ha precisado
 que la misma no opera de manera automática sino que ello siempre dependerá de si con la determinación se compromete o no la independencia e imparcialidad del funcionario, y por ello debe analizarse cada caso en particular.

La a quo señala que para adoptar la decisión por medio de la cual negó la solicitud de preclusión elevada por la defensa de los señores JHGC y DRGC, no solo escuchó el análisis que efectuó el profesional del derecho de los elementos probatorios pertinentes -informes de investigador y de interceptaciones- sino que los procedió a verificar con el fin de determinar la ocurrencia del hecho y resolver lo pertinente, lo que en su sentir compromete su criterio e imparcialidad para continuar con la etapa del juicio en dicho asunto.
En efecto, se advierte que el apoderado de los acusados al sustentar su petición hizo alusión a diferentes elementos materiales probatorios que le fueron descubiertos para acreditar que la investigación que se surte contra sus clientes no podía continuarse al no existir prueba que los vincule con la organización criminal que actuaba en el municipio de Santa Rosa de Cabal, frente a lo cual la funcionaria estimó que no se cumplían las exigencias para precluir tal investigación, ello en cuanto no se demostró ninguna de las exigencias de índole objetivo -Art. 82 C.P.- que deben ser tenidas en cuenta para la aplicación de la causal 1ª del artículo 332 C.P.P. -imposibilidad de iniciar o continuar con el ejercicio de la acción penal- invocada por la defensa.
De igual forma consideró que no se corroboraron los requisitos para aplicar la causal 3ª -inexistencia del hecho investigado-, por cuanto  la argumentación de la defensa se soportó en las mismas evidencias que recolectó la Fiscalía y con los cuales sustentó la imputación y formuló acusación en su contra, cuando una de las características de la solicitud de preclusión en la etapa de juicio es atinente a que se trate de situaciones sobrevinientes, esto es, ocurridas con posterioridad a la investigación efectuada por el órgano persecutor, como lo tiene sentado la jurisprudencia constitucional
.

Así mismo adujo la referida funcionaria que dentro de la labor investigativa se ejecutaron capturas a un número plural de personas, y todas ellas realizaron preacuerdos con la Fiscalía al aceptar su compromiso en el hecho, lo cual tendría su razón de ser por cuanto el ente acusador adelantó una investigación seria, juiciosa, acopiándose elementos de prueba que determinaron la existencia de la ilicitud, por lo cual no podría invocarse la causal tercera y decir que no hubo tal conducta punible, cuando lo aportado por la defensa para sustentar su petición acredita lo contrario.

De todo lo anterior se extrae que si bien es cierto la funcionaria hizo alusión a los elementos probatorios que debió revisar y a los que hizo alusión el defensor para adoptar la decisión respectiva, se observa que la misma en momento alguno realizó una valoración probatoria de estos de manera concreta y específica para derivar de allí la responsabilidad o no de los acá acusados en los hechos denunciados, y su determinación en torno a la inaplicabilidad de las causales aducidas por la defensa estuvo limitada en forma genérica a la acreditación de los factores objetivos, en cuanto a la causal 1ª, y a la no demostración de evidencias sobrevinientes a la formulación de la acusación que soportara la inexistencia del hecho. Además, aunque indicó que el ilícito en efecto se presentó, ello lo fue siempre y llanamente bajo el entendido que raíz de la mencionada investigación otras personas ya habían aceptado cargos y actualmente se encontraban condenadas, como queriendo dar a entender que esa realidad se imponía y no podía obrar en forma contraria.
No obstante, aprecia el Tribunal, como también lo consideró la titular del Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de esta capital, que en este asunto no se advierte que la a quo haya realizado un pronunciamiento de fondo con efectos trascendentales y de fondo de cara al juicio, pues ninguna valoración en concreto se hizo acerca de los elementos materiales probatorios susceptibles de controversia, en tanto si bien los revisó, ello lo fue con el fin de proferir la determinación que en derecho correspondía pero sin que ningún análisis efectuara acerca de los mismos, tal cual se desprende de la providencia emitida.
En ese orden de ideas, se concluye de lo anterior que el impedimento manifestado por la funcionaria carece de fundamento al no haber incursionado en el estudio de la responsabilidad o ausencia de esta en cabeza de los acá incriminados, ni por supuesto se hace pensar que no será imparcial al momento de emitir una providencia de fondo respecto a la prueba que en el juicio válidamente se allegue en torno a demostrar tanto la verdadera ocurrencia de los hechos atribuidos como la culpabilidad o no de los justiciables JHGC y DRGC; en consecuencia, se declarará infundado el impedimento.
4.- DECISIÓN
En mérito de lo discurrido, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, DECLARA INFUNDADO el impedimento planteado por la titular del Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializada Itinerante de Pereira (Rda.) para conocer el proceso penal que se adelanta en contra de los señores JHGC y DRGC; en consecuencia, se ordena remitir las diligencias al citado despacho para que proceda a continuar con el trámite de ley.

Infórmese de esta determinación al titular del Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de esta capital.

Contra esta providencia no procede recurso alguno.

COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE
Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE 
               JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,

OLGA LUCÍA FLÓREZ RENDÓN
� CSJ AP, 19 oct. 2006, rad. 26246.


� CSJ SP, 20 ene. 2008, rad. 28641.


� Véase entre otras: CSJ AP, 22 Ago. 2012, Rad. 39687, CSJ AP, 22 Abr. 2015, Rad. 45822;  CSJ AP, 4 abr. 2018, Rad. 52340.


� Sentencia C-590 de 2007, por medio de la cual se declaró exequible la expresión “contempladas en los numerales 1º y 3º”, referida a las causales de preclusión.
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